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DJUZGADO DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
        NÚMERO TRES
         CÓRDOBA

SENTENCIA nº123/19

En Córdoba, a veinte de junio de dos mil diecinueve.-

Visto por el Ilmo. Sr. Magistrado-Juez D. Rafael García 
Salazar, titular del Juzgado de lo Contencioso Administrativo 
nº3  de  Córdoba,  el  presente  RECURSO  CONTENCIOSO-
ADMINISTRATIVO registrado con el  nº313/17, seguido por los 
trámites  del  PROCEDIMIENTO  ABREVIADO,  siendo  partes  el 
COLEGIO OFICIAL DE ARQUITECTOS DE CÓRDOBA, como demandante, 
representado  por  la  Procuradora  de  los  Tribunales  Sra. 
Gavilán Gisbert y asistido por el Letrado Sr. Flores Arias, y 
el  AYUNTAMIENTO DE CÓRDOBA,  como demandado, representado y 
asistido  por  el  Letrado  de  sus  servicios  jurídicos, 
habiéndose  personado,  como  codemandado,  el  COLEGIO  DE 
INGENIEROS DE CAMINOS, CANALES Y PUERTOS, representado por la 
Procuradora de los Tribunales Sra. Madrid Luque y asistido 
por la Letrada Sra. Castro Rodríguez, en el que se impugna el 
acuerdo 371/17 de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento 
de Córdoba de 28 de abril de 2018, que desestima el recurso 
de reposición presentado contra el acuerdo 1173/16 relativo 
al expediente de contratación del Servicio de Consultoría 
para  el  Estudio  de  la  Cimentación  y  de  la  Estructura 
existente en el edificio municipal sito en avda. Gran Capitán 
nº6,  en  concreto  contra  el  Pliego  de  Cláusulas 
Administrativas Particulares y el Pliego de Prescripciones 
Técnicas (expediente 140/16), siendo la cuantía del recurso 
indeterminada, se procede, en nombre de S.M. el Rey, a dictar 
la presente resolución.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Con fecha 29 de junio de 2017, por la citada 
Procuradora, en la representación que ostenta, se interpuso 
recurso  contencioso-administrativo  por  los  trámites  del 
procedimiento  ordinario,  que  por  turno  de  reparto 
correspondió  a  este  Juzgado,  en  el  que  se  impugnaba  el 
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acuerdo 371/17 de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento 
de Córdoba de 28 de abril de 2018, que desestimaba el recurso 
de reposición presentado contra el acuerdo 1173/16 relativo 
al expediente de contratación del Servicio de Consultoría 
para  el  Estudio  de  la  Cimentación  y  de  la  Estructura 
existente en el edificio municipal sito en avda. Gran Capitán 
nº6,  en  concreto  contra  el  Pliego  de  Cláusulas 
Administrativas Particulares y el Pliego de Prescripciones 
Técnicas (expediente 140/16).

SEGUNDO.-   Que admitido a trámite el recurso y recibido 
el  expediente  administrativo  se  dio  traslado  a  la  parte 
actora para deducir demanda, lo que efectuó en tiempo y forma 
mediante  escrito,  que  en  lo  sustancial  se  da  aquí  por 
reproducido  y  en  el  que  suplicaba  se  dictase  sentencia 
estimatoria  del  recurso. Dado  traslado  al  demandado  para 
contestar la demanda, lo evacuó mediante escrito en el que 
tras alegar los hechos y fundamentos de derecho que consideró 
de aplicación, solicitaba se dictara sentencia por la que 
desestimara el recurso por ser ajustado a derecho el acto 
impugnado.

TERCERO.-  Por Decreto de 17 de noviembre de 2017 se 
fijó la cuantía del presente recurso en indeterminada, y por 
Auto  de  la  misma  fecha  se  recibió  el  pleito  a  prueba, 
practicándose la propuesta y admitida en los términos que 
obran en autos. A petición de las partes, se concedió trámite 
de  conclusiones,  que  evacuaron  las  partes  del  modo  que 
convino a su derecho, tras lo cual se declararon los autos 
conclusos para Sentencia. 

CUARTO.-  Dentro del plazo para dictar Sentencia, se 
ordenó el emplazamiento del interesado que no había efectuado 
la  Administración  demandada,  personándose  finalmente  el 
Colegio  de  Ingenieros  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  que 
interesó nulidad de actuaciones, que fue declarada por Auto 
de 31 de octubre de 2018.

QUINTO.-  Repuestas las actuaciones al momento procesal 
oportuno, se dio  traslado al codemandado para contestar la 
demanda, lo evacuó mediante escrito en el que tras alegar los 
hechos y fundamentos de derecho que consideró de aplicación, 
solicitaba se dictara sentencia por la que desestimara el 
recurso por ser ajustado a derecho el acto impugnado.

SEXTO.-  Por Decreto de 9 de enero de 2019 se fijó la 
cuantía del presente recurso en indeterminada, y por Auto de 
la misma fecha se recibió el pleito a prueba, practicándose 
la propuesta y admitida en los términos que obran en autos. A 
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petición de las partes, se concedió trámite de conclusiones, 
que evacuaron las partes del modo que convino a su derecho, 
tras  lo  cual  se  declararon  los  autos conclusos  para 
Sentencia. 

 
SÉPTIMO.-  En la tramitación de este procedimiento se 

han observado las formalidades legales, excepto los plazos, 
por la existencia en este Juzgado de otros muchos despachos 
anteriores pendientes de igual trámite.

FUNDAMENTOS  DE DERECHO

PRIMERO.-  El  presente  recurso  tiene  por  objeto  el 
acuerdo 371/17 de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento 
de Córdoba de 28 de abril de 2018, que desestimaba el recurso 
de reposición presentado contra el acuerdo 1173/16 relativo 
al expediente de contratación del Servicio de Consultoría 
para  el  Estudio  de  la  Cimentación  y  de  la  Estructura 
existente en el edificio municipal sito en avda. Gran Capitán 
nº6,  en  concreto  contra  el  Pliego  de  Cláusulas 
Administrativas Particulares y el Pliego de Prescripciones 
Técnicas (expediente 140/16). 

La parte actora alega que los pliegos recurridos no son 
conformes a Derecho en cuanto que permite la participación en 
el concurso de interesados con la titulación de Arquitecto 
Superior o Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, cuando 
con arreglo a la Ley de Ordenación de la Edificación y al 
criterio de especialización técnica en relación con el tipo 
de edificio y el uso a que se le destina, el informe sobre 
diagnosis de la estructura del edificio en cuestión hay que 
asimilarlo a los usos del grupo a) del art. 2.1 de la LOE, 
por  lo  que  la  competencia  profesional  para  informar, 
proyectar  y  dirigir  la  obra  de  edificios  de  tal  uso 
correspondería en exclusiva al Arquitecto Superior, máxime 
teniendo en cuenta que se trata de un edificio protegido.

La  Administración  demandada  solicita  la  desestimación 
del recurso alegando que el objeto del contrato de servicios 
no  era  la  redacción  de  ningún  proyecto  de  obras  o  de 
edificación,  sino  la  prestación  de  los  servicios  de 
consultoría para el estudio de la cimentación, subsuelo y 
estructura de un edificio, que además ya fue adjudicado y 
prestado  el  servicio,  por  lo  que  invoca  la  pérdida 
sobrevenida del objeto del recurso.
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La corporación codemandada se adhiere sustancialmente a 
lo anterior y manifiesta que no existe ninguna reserva legal 
a Arquitectos para la realización de estudios de cimentación 
y estructura en un edificio municipal y que la competencia y 
formación de los Ingenieros de Caminos en este materia es 
incluso superior a la de los Arquitectos.

Expuestas las posiciones de las partes, procede abordar 
el fondo del asunto, no sin antes descartar que concurra 
pérdida sobrevenida del objeto del recurso por  el hecho de 
que se haya adjudicado y cumplido el contrato, puesto que la 
determinación de la legalidad del pliego recurrido trasciende 
el cumplimiento del aquél y puede dar lugar a consecuencias 
de otro orden.

SEGUNDO.-  El núcleo del debate es netamente jurídico, 
inserto  en  la  siempre  compleja  delimitación  de  funciones 
entre  un  Arquitecto  Superior  y  un  Ingeniero  de  Caminos, 
Canales  y  Puertos,  en  este  caso  en  relación  con  la 
realización de un estudio de cimentación y estructura de un 
edificio municipal, cuyas actuaciones concretas se describen 
en el Pliego de Prescripciones Técnicas de la licitación, y 
que básicamente se refieren a la realización de un estudio 
geotécnico de la cimentación y una inspección detallada de 
daños y de características de la estructura, con apertura de 
catas  y  ejecución  de  ensayos,  así  como  comprobación  de 
cálculo sobre las condiciones de seguridad y deformabilidad.

Ha  de  partirse  de  que  la  jurisprudencia  mantiene 
respecto a las competencias de las profesiones tituladas la 
prevalencia  del  principio  de  libertad  de  acceso  con 
idoneidad, sobre el de exclusividad y monopolio competencial. 
En este sentido se pueden citar, entre otras muchas, las 
sentencias de 24 de marzo de 2006 (casación 3921/2003), 10 de 
abril  de  2006  (casación  2390/2001),  16  de  abril  de  2007 
(casación  1961/2002),  16  de  octubre  de  2007  (casación 
6491/2002), 7 de abril de 2008 (casación 7657/2003), 10 de 
noviembre de 2008 (casación 399/2006) y de 22 de abril de 
2009 (casación 10048/2004). Ésta última en concreto establece 
lo siguiente:

«(…)  con  carácter  general  la  jurisprudencia  de  esta 
Sala viene manteniendo que no puede partirse del principio 
de una rigurosa exclusividad a propósito de la competencia 
de  los profesionales  técnicos, ni  se pueden  reservar por 
principio ámbitos excluyentes a una profesión, y aun cuando 
cabe  la  posibilidad  de  que  una  actividad  concreta  pueda 
atribuirse,  por  su  especificidad,  a  los  profesionales 
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directamente concernidos, esta posibilidad debe ser valorada 
restrictivamente, toda vez que la regla general sigue siendo 
la de rechazo de esa exclusividad, pues, como se recoge en 
aquella  sentencia,  la  jurisprudencia  ha  declarado  con 
reiteración  que  frente  al  principio  de  exclusividad  debe 
prevalecer el de libertad con idoneidad, ya que, al existir 
una  base  de  enseñanzas  comunes  entre  algunas  ramas  de 
enseñanzas técnicas, éstas dotan a sus titulados superiores 
de  un  fondo  igual  de  conocimientos  técnicos  que,  con 
independencia de las distintas especialidades, permiten el 
desempeño  de  puestos  de  trabajo  en  los  que  no  sean 
necesarios  unos  determinados  conocimientos  sino  una 
capacidad  técnica  común  y  genérica  que  no  resulta  de  la 
situación  específica  obtenida  sino  del  conjunto  de  los 
estudios que se hubieran seguido».

La parte actora basa su argumentación en que existe una 
reserva exclusiva para la realización de un estudio como el 
de autos en la Ley 39/1.999, de 5 de noviembre, de Ordenación 
de la Edificación, asimilándolo al art. 2.1.a). 

Una interpretación de que el objeto de la referida Ley 
lo  constituye  la  edificación,  entendida  en  el  sentido 
descrito en la norma, y no otra actuación, la encontramos en 
la Sentencia de 20 de febrero de 2012 del Tribunal Supremo, 
Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 7ª, 
recurso  2208/2010  (LA  LEY  13624/2012),  que  razonó  lo  que 
sigue:

«La  sentencia  de  instancia  así  como  la  resolución 
recurrida entendieron aplicables a un puente declarado bien 
de interés cultural la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de 
Ordenación  de  la  Edificación,  y  con  fundamento  en  los 
artículos 2.2º. c) y 12 de la citada norma, y en atención a 
que era un bien catalogado y al tipo de trabajo que se debía 
de realizar, entendieron que el Arquitecto superior era el 
único técnico capacitado para dirigir las obras. 

El Artículo 1 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de 
Ordenación de la Edificación, se intitula “Objeto” y señala 
que “1. Esta Ley tiene por objeto regular en sus aspectos 
esenciales el proceso de la edificación, estableciendo las 
obligaciones  y  responsabilidades  de  los  agentes  que 
intervienen  en  dicho  proceso,  así  como  las  garantías 
necesarias para el adecuado desarrollo del mismo, con el fin 
de  asegurar  la  calidad  mediante  el  cumplimiento  de  los 
requisitos básicos de los edificios y la adecuada protección 
de  los  intereses  de  los  usuarios.  2.  Las  obligaciones  y 
responsabilidades  relativas  a  la  prevención  de  riesgos 
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laborales  en  las  obras  de  edificación  se  regirán  por  su 
legislación  específica.  3.  Cuando  las  Administraciones 
públicas  y  los  organismos  y  entidades  sujetos  a  la 
legislación  de  contratos  de  las  Administraciones  públicas 
actúen como agentes del proceso de la edificación se regirán 
por  lo  dispuesto  en  la  legislación  de  contratos  de  las 
Administraciones públicas y en lo no contemplado en la misma 
por  las  disposiciones  de  esta  Ley,  a  excepción  de  lo 
dispuesto sobre garantías de suscripción obligatoria».

El artículo 2 bajo el epígrafe “Ámbito de aplicación” 
dispone que: “1. Esta Ley es de aplicación al proceso de la 
edificación, entendiendo por tal la acción y el resultado de 
construir  un  edificio  de  carácter  permanente,  público  o 
privado,  cuyo  uso  principal  esté  comprendido  en  los 
siguientes grupos: a) Administrativo, sanitario, religioso, 
residencial  en  todas  sus  formas,  docente  y  cultural.  b) 
Aeronáutico; agropecuario; de la energía; de la hidráulica; 
minero; de telecomunicaciones (referido a la ingeniería de 
las telecomunicaciones); del transporte terrestre, marítimo, 
fluvial  y  aéreo;  forestal;  industrial;  naval;  de  la 
ingeniería de saneamiento e higiene, y accesorio a las obras 
de  ingeniería  y  su  explotación.  c)  Todas  las  demás 
edificaciones cuyos usos no estén expresamente relacionados 
en los grupos anteriores”.

Por  último  el  artículo  3  relativo  a  los  “Requisitos 
básicos de la edificación” que dispone que “1. Con el fin de 
garantizar la seguridad de las personas, el bienestar de la 
sociedad y la protección del medio ambiente, los edificios 
deberán proyectarse, construirse, mantenerse y conservarse 
de  tal  forma  que  se  satisfagan  los  requisitos  básicos 
siguientes:

a) Relativos a la funcionalidad:

a.1) Utilización, de tal forma que la disposición y las 
dimensiones  de  los  espacios  y  la  dotación  de  las 
instalaciones  faciliten  la  adecuada  realización  de  las 
funciones previstas en el edificio.

a.2) Accesibilidad, de tal forma que se permita a las 
personas con movilidad y comunicación reducidas el acceso y 
la circulación por el edificio en los términos previstos en 
su normativa específica.

a.3)  Acceso  a  los  servicios  de  telecomunicación, 
audiovisuales y de información de acuerdo con lo establecido 
en su normativa específica.
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a.4)  Facilitación  para  el  acceso  de  los  servicios 
postales,  mediante  la  dotación  de  las  instalaciones 
apropiadas para la entrega de los envíos postales, según lo 
dispuesto en su normativa específica.

b) Relativos a la seguridad:

b.1)  Seguridad  estructural,  de  tal  forma  que  no  se 
produzcan  en  el  edificio,  o  partes  del  mismo,  daños  que 
tengan su origen o afecten a la cimentación, los soportes, 
las  vigas,  los  forjados,  los  muros  de  carga  u  otros 
elementos estructurales, y que comprometan directamente la 
resistencia mecánica y la estabilidad del edificio.

b.2) Seguridad en caso de incendio, de tal forma que 
los ocupantes puedan desalojar el edificio en condiciones 
seguras, se pueda limitar la extensión del incendio dentro 
del propio edificio y de los colindantes y se permita la 
actuación de los equipos de extinción y rescate.

b.3) Seguridad de utilización, de tal forma que el uso 
normal del edificio no suponga riesgo de accidente para las 
personas.

c) Relativos a la habitabilidad:

c.1) Higiene, salud y protección del medio ambiente, de 
tal  forma  que  se  alcancen  condiciones  aceptables  de 
salubridad  y  estanqueidad  en  el  ambiente  interior  del 
edificio y que éste no deteriore el medio ambiente en su 
entorno inmediato, garantizando una adecuada gestión de toda 
clase de residuos.

c.2) Protección contra el ruido, de tal forma que el 
ruido percibido no ponga en peligro la salud de las personas 
y les permita realizar satisfactoriamente sus actividades.

c.3) Ahorro de energía y aislamiento térmico, de tal 
forma que se consiga un uso racional de la energía necesaria 
para la adecuada utilización del edificio.

c.4)  Otros  aspectos  funcionales  de  los  elementos 
constructivos  o de  las instalaciones  que permitan  un uso 
satisfactorio del edificio.”

De  la  dicción  literal  de  dichos  preceptos  podemos 
concluir  que  la  ley  se  dirige  a  regular  el  proceso  de 
edificación, entendido como acción de edificar o hacer un 
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edificio,  y  que  un  edificio  en  el  concepto  de  la  ley 
38/1999,  derivada  de  la  interpretación  conjunta  de  sus 
artículos 2 y 3, es una construcción u obra construida con 
fines  residenciales  o  para  otros  usos  análogos  como 
religiosos, sanitarios, docentes, y una construcción cerrada 
que  tiene  una  estructura  susceptible  de  proporcionar  las 
condiciones de funcionalidad, seguridad, habitabilidad, que 
el propio artículo 3 detalla. 

Por lo que debemos dar la razón al recurrente, cuando 
afirma que la construcción es el género y la edificación es 
una  especie  del  mismo,  pero  no  la  única,  y  junto  a  las 
edificaciones, y como otra especie dentro del género de las 
construcciones,  aparecen,  por  lo  menos,  las  denominadas 
obras públicas, obras cuyo concepto es distinto y más amplio 
que el de edificación.

La  distinción  entre  los  distintas  tipos  de 
construcciones, entre los que se encuentran los edificios, 
está presente en el artículo 120 de la LCAP, que cita en 
recurrente, precepto que establece la posibilidad de que los 
contratos  de  obra  tengan  por  objeto  la  construcción  de 
edificios y otras construcciones como puentes, canales...., 
y solo a los edificios les será aplicable la Ley 38/1999. 

Debemos  concluir  que  un  puente  es  una  construcción, 
pero no un edificio, por lo que no le es aplicable la Ley 
38/1999, como sostiene la sentencia de instancia.»

La doctrina establecida en la citada Sentencia sirve 
para concluir que la realización de un estudio de cimentación 
y  estructura,  por  más  que  haya  de  servir  de  base  a  un 
ulterior  proyecto,  no  puede  entenderse  como  acción  y  el 
resultado de construir un edificio de carácter permanente, 
que  es  lo  que  constituye  el  ámbito  de  aplicación  de  la 
referida Ley, según el art. 2. 

Ni  siquiera  aplicando  el  apartado  2  del  referido 
artículo, que asimila a edificación en su letra b) todas las 
intervenciones  sobre  los  edificios  existentes,  siempre  y 
cuando alteren su configuración arquitectónica, entendiendo 
por tales las que tengan carácter de intervención total o las 
parciales  que  produzcan  una  variación  esencial  de  la 
composición general exterior, la volumetría, o el conjunto 
del sistema estructural, o tengan por objeto cambiar los usos 
característicos del edificio, por cuanto ninguna de tales 
características  se  dan  en  el  objeto  del  contrato  de 
consultoría licitado.
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TERCERO.-  Así las cosas, no existe una norma legal que 
atribuya en exclusiva al Arquitecto Superior este tipo de 
estudios, ni siquiera tratándose de un edificio catalogado, 
tal y como se desprende de la doctrina expuesta, por lo que 
habrá que acudir al criterio de la capacitación profesional, 
donde está fuera de toda duda la que tiene un Ingeniero de 
Caminos para realizar cálculos y análisis de estructuras, por 
más que también resulte acreditado idéntica preparación en un 
Arquitecto Superior. 

La parte actora no ha negado tal capacitación material 
de los Ingenieros de Caminos, que por lo demás se desprende 
del Real Decreto 1425/1991, de 30 de agosto, por el que se 
establece el título universitario oficial de Ingeniero de 
Caminos,  Canales  y  Puertos  y  las  directrices  generales 
propias de los planes de estudios conducentes a la obtención 
de aquél (BOE núm. 243 de 10 de octubre de 1991), y de la 
Orden CIN/309/2009, de 9 de febrero, por la que se establecen 
los  requisitos  para  la  verificación  de  los  títulos 
universitarios oficiales que habiliten para el ejercicio de 
la profesión de Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos (BOE 
núm. 42 de 18 de febrero de 2009), que se adjuntan por la 
codemandada.

Se puede citar a estos efectos la Sentencia 573/2000 de 
14 de abril de 2000 del Tribunal Superior de Justicia de 
Extremadura, Sala de lo Contencioso-administrativo, recurso 
2614/1996 (LA LEY 82826/2000), que con cita de jurisprudencia 
anterior  del  Tribunal  Supremo  afirma  la  competencia 
profesional de los Ingenieros de Caminos en objetos como el 
que nos ocupa en los siguientes términos:

«SEGUNDO. La S.T.S. de 21 Abr. 1989, Sala 3ª Sección 1ª 
acepta la doctrina de que la Administración Pública puede 
utilizar  sus  propios  técnicos  en  la  redacción  de  los 
proyectos,  pero que  cuando pretende  llevarlos a  cabo con 
técnicos  externos  debe  celebrar  una  convocatoria  pública 
destinada  a  todos  aquellos  titulados  que  tengan  aptitud 
legal para dichas tareas, ya que lo contrario atentaría al 
principio de igualdad consagrado en nuestra Constitución. 

Continúa diciendo la referida sentencia, que resuelve 
la competencia técnica para la redacción de un proyecto de 
instalaciones deportivas en Aldehuela de los Guzmanes, que 
es  sabido que  en nuestro  ordenamiento jurídico  falta una 
clara  delimitación  de  las  competencias  de  los  distintos 
titulados por las denominadas escuelas especiales, lo que ha 
obligado al T. Supremo a utilizar distintos criterios para 
el  mencionado  deslinde:  1)  el  del  ámbito  formal  de  las 
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titulaciones resultante de la atribución normativa expresa 
de competencias determinadas. 2) el ámbito material de las 
titulaciones, derivado de la real capacitación resultante de 
las  enseñanzas  recibidas;  o  3)  el  de  la  ponderación  de 
cuantas razones de diversa índole contribuyen a decantar la 
mayor idoneidad de una profesión en relación con el objeto 
de actividad de que se trate. 

Fruto de todo ello contrapone, en la sentencia cuyos 
fundamentos asume el Supremo, las S.T.S. de 25 Sep. 1979 y 8 
Jul.  1981  con  la  de  11  Nov.  1991.  En  las  dos  primeras 
declara  la competencia  de los  ingenieros de  caminos para 
estas obras y en la tercera afirma textualmente que "en la 
actualidad,  la  especialidad  de  construcción  corresponde  a 
los arquitectos, sin que pueda confundirse con ella la de 
cimientos y estructura, propia de los ingenieros de caminos, 
cuya nomenclatura restringida respecto a la anterior, más 
amplia,  tiene  indudable  propósito  de  mantener  deslindados 
los campos de actuación de unos y otros profesionales, en 
los  mismos  términos  que  se  han  deslindado  desde  su 
creación», concluyendo por ello que las instalaciones debían 
ser proyectadas y dirigidas por arquitectos, pero por los 
accesorios que figuran en el proyecto habría que admitir, 
teniendo  presente que  el concurso  convocado se  refería a 
«equipos»  que  dentro  de  los  mismos  debían  encontrase 
ingenieros  de  caminos,  «aunque  nunca  con  exclusividad, 
porque  la  proyección  y  dirección  de  las  construcciones 
estará siempre a cargo de un arquitecto.» 

Nótese cómo ya la jurisprudencia anterior a la Ley de 
Ordenación de la Edificación venía apreciando sin matices la 
competencia  profesional  en  materia  de  cimentación  y 
estructuras también de los Ingenieros de Caminos. 

Desde tal perspectiva, y como quiera que dicha Ley no 
resulta aplicable al caso por cuando lo licitado no era un 
proyecto de edificación sino la realización de un estudio de 
cimentación  y  estructura,  puede  entenderse  también 
profesional  competente  al  Ingeniero  de  Caminos  para 
participar  en  el  concurso,  como  estableció  la  resolución 
recurrida, que de este modo no puede considerarse contraria a 
Derecho. 

CUARTO.-   Conforme a lo dispuesto en el art. 139 de la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, 
y aunque el recurso va a ser íntegramente desestimado, no 
procede efectuar especial imposición de costas, habida cuenta 
las  serias  dudas  de  derecho  que  concurren  a  la  hora  de 
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delimitar  el  ámbito  competencial  de  las  profesiones 
indicadas. 

Vistos  los  preceptos  legales  citados  y  los  demás  de 
general y pertinente aplicación,

FALLO

Que desestimando como desestimo íntegramente el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por el COLEGIO OFICIAL 
DE ARQUITECTOS DE CÓRDOBA contra la resolución indicada en el 
fundamento primero, debo declarar y declaro que la misma es 
conforme a derecho, sin especial pronunciamiento en costas.

Llévese la presente resolución al Libro de Sentencia de 
este Juzgado, y únase certificación de la misma a los autos 
de su razón.

Notifíquese a las partes, haciéndoles saber que la misma 
no es firme, y que contra ella cabe interponer recurso de 
apelación  en  este  Juzgado,  para  ante  la  Sala  de  lo 
Contencioso-Administrativo con sede en Sevilla, del Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo de quince 
días.

Así por esta mi Sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.

11

 Código Seguro de verificación:VjuFJkPWptXQyr7VKLUvtA==. Permite la verificación de la integridad de una
copia de este documento electrónico en la dirección: https://ws121.juntadeandalucia.es/verifirmav2/

Este documento incorpora firma electrónica reconocida de acuerdo a la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica.

FIRMADO POR RAFAEL GARCIA SALAZAR 20/06/2019 14:29:02 FECHA 20/06/2019

ID. FIRMA ws051.juntadeandalucia.es VjuFJkPWptXQyr7VKLUvtA== PÁGINA 11/11

VjuFJkPWptXQyr7VKLUvtA==



 















 




















